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Resolución 2021R-2088-20 del Ararteko, de 13 de octubre de 2021, por la que 

recomienda al Departamento de Trabajo y Empleo que revise una extinción de la 

prestación de renta de garantía de ingresos en la medida en que no cabe limitar 

temporalmente, mediante instrumentos de mero carácter interno, la consideración 

de unidad de convivencia especial con menores a cargo establecida en la 

normativa en vigor y pone de relieve la necesidad de reflexionar sobre las 

consecuencias que la presente interpretación conlleva para algunas minorías 

culturales y familias en situación de vulnerabilidad. 

 

 

Antecedentes 

 

1.- Un ciudadano presentó una queja ante el Ararteko con motivo de la extinción, 

por parte de Lanbide, de la renta de garantía de ingresos (RGI) de la que venía 

siendo titular. De esta resolución, dictada con fecha 24 de octubre de 2020, se 

extrae que el organismo autónomo de empleo acordó extinguir la prestación en 

base al siguiente motivo: 

 

“Por aplicación de lo establecido en el art. 8.2 del Decreto 147/2010: ser persona 

destinataria de la RGI al formar parte de la misma unidad de convivencia que otro 

expediente.  

Existir en su unidad de convivencia un titular que tiene reconocida la renta de 

garantía de ingresos. Desde el 29 de julio de 2020 convive con la UC de su madre 

(Expediente RGI 2016/RGI/018642), según empadronamiento aportado por usted 

en registro de 29 de agosto de 2020 número 2020/242902”.  

 

A este respecto, el reclamante explicó en su escrito de queja que formaba parte de 

una unidad de convivencia (UC) compuesta por él mismo, su esposa y su hijo, 

ahora de 4 años. Narró que, nada más nacer el bebé, exactamente el 26 de agosto 

de 2017, se trasladó a vivir junto a su mujer e hijo a casa de su madre. En ese 

momento, tramitaron una solicitud de RGI, la cual les fue reconocida mediante 

resolución del 20 de diciembre del mismo año, entendiendo que formaban una UC 

especial por tener a un menor a cargo.   

 

Al cabo de unos días, los interesados consiguieron una vivienda de alquiler y 

decidieron trasladarse a esta nueva residencia. Desde ese momento pasaron a 
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constituir una UC ordinaria y se les reconoció, además de la RGI, la prestación 

complementaria de vivienda (PCV).  

 

Tras dos años y medio viviendo de forma independiente, concretamente desde el 8 

de enero de 2018 hasta el 28 de agosto de 2020, el reclamante y su esposa se 

vieron en serias dificultades económicas. Perdieron su empleo como consecuencia 

de la crisis sanitaria y la recesión económica derivadas, respectivamente, de la 

COVID-19 y las medidas de contención de los contagios.  

 

Según afirma en su queja, el interesado fue asesorado en su oficina de Lanbide de 

referencia, la de Zumakera en Vitoria-Gasteiz, en el sentido de que podían volver a 

la vivienda familiar de él, y así agotar los dos años de UC especial que la normativa 

recoge en los casos de titulares con menores a cargo acogidos en el hogar familiar. 

Así pues, volvieron a vivir a la casa de la madre de él.  

 

Lanbide, mediante resolución del 23 de septiembre de 2020, suspendió la PCV del 

promotor de la queja, al no acreditar gastos de vivienda desde agosto del mismo 

año. En esta misma resolución, del 23 de septiembre de 2020, se mantuvo el 

reconocimiento de la RGI.  

 

No obstante, al cabo de unas semanas, Lanbide procedió a extinguir la RGI del 

reclamante con causa en que debían integrarse en la UC de su madre, ya que no 

cumplían, según su criterio, con las condiciones de la excepción prevista en el 

artículo 5.2 del Decreto 147/2010, de 25 de mayo.  

 

En esta misma resolución, el organismo autónomo de empleo adelantó la 

generación de prestaciones indebidamente percibidas por los dos meses en los 

que, a juicio de Lanbide, había abonado la RGI sin que la UC cumpliera con los 

requisitos para ello. En total, la cuantía ascendía a 1.643,42 euros, es decir, la 

cuantía abonada por los meses de agosto y septiembre de 2020.  

 

En desacuerdo con dicha resolución, el reclamante interpuso el oportuno recurso 

de reposición el 9 de septiembre de 2020, que está pendiente de respuesta a 

fecha de la resolución del presente expediente de queja. 

 

En estos momentos la UC interesada es titular de un nuevo expediente de RGI y 

PCV, ya que residen, de forma independiente, en una vivienda de alquiler. No 

obstante, Lanbide ha resuelto la obligación de reintegro arriba referenciada; como 
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consecuencia de ello, se descuenta una cantidad al importe mensual que percibe 

en concepto de RGI. 

 

2.- Con el objeto de tramitar adecuadamente la queja, el Ararteko emitió una 

petición de información dirigida al Departamento de Trabajo y Empleo del Gobierno 

Vasco. Asimismo, expuso algunas consideraciones previas que posteriormente se 

reproducirán para evitar reiteraciones.  

 

Las cuestiones por las cuales se requirió mayor aclaración fueron las siguientes: 

 

 Mayor detalle de los motivos por los que Lanbide ha extinguido la 

prestación de renta de garantía de ingresos del reclamante.  

 Su opinión sobre las consideraciones trasladadas por esta institución en 

relación con los límites temporales de las unidades de convivencia especial 

y si ha tenido en cuenta el interés superior del menor. 

 El estado de tramitación en el que se encuentra el recurso potestativo de 

reposición, así como la nueva solicitud formulada por el promotor de la 

queja. 

 Cualquier otra circunstancia que tenga relación con el objeto de la queja y 

que pueda resultar de interés para nuestra actuación. 

 

3.- En respuesta a la petición de colaboración, el director general de Lanbide indicó 

que:  

 

“Mediante resolución del Director General de Lanbide, de 20/12/2017 se le 

concede con efectos desde el 26/08/2017 una prestación de RGI como 

Unidad de Convivencia Especial por hijo a cargo, de acuerdo con el último 

párrafo del artículo 5.2.d. del decreto 147/2010, de 25 de mayo, de la RGI. 

En ese momento residía junto con sus padres y otros familiares que 

constituían una UC diferenciada a efectos de la RGI. 

 

El 02/02/2018 solicita la Prestación Complementaria de Vivienda por 

cambio de domicilio (…), con fecha de empadronamiento de 08/01/20201. 

 

                                         
1 Entendemos que es un error y el informe se refiere al 08/01/2018, fecha en la que la UC se empadronó en la 
vivienda de alquiler y pasaron a percibir la RGI como UC ordinaria.  
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Mediante Resolución del Director General de Lanbide de 20/02/2018 se le 

concede la PCV, al constituir una UC de acuerdo con el artículo 5.2.b del 

decreto 147/2010, antes mencionado. 

 

(…) y familia permanecieron empadronados en este último domicilio hasta el 

29/07/2020. 

 

El 28/08/2020 comunica cambio de domicilio a la (…) nuevamente, que es 

en el que residieron junto con sus padres en situación de UC especial con 

hijo a cargo. 

 

Mediante revisión 2020/REV/084369 se le notifica resolución de 24 de 

octubre por la que se le extingue la prestación, ya que de acuerdo con el 

último párrafo del artículo 5.2.d, del decreto 147/2010, “la condición de 

unidad de convivencia diferenciada de la unidad de convivencia en cuyo 

domicilio reside podrá mantenerse durante un período máximo de doce 

meses, excepcionalmente prorrogable por un nuevo período de doce 

meses”.  

 

Hay que indicar que el tiempo que se indica en el último párrafo del artículo 

5.2.d, se inicia cuando se produce el hecho causante de la situación que es 

el "tener menor a cargo" y el cómputo del tiempo no se interrumpe (los 12 

meses,  prorrogables por otro periodo de 12 meses) independientemente de 

que en medio se modifique la UC al cambiar de domicilio (…) y pasar a 

conformar una UC de las recogidas en el artículo 5.1.b, y concederle así 

mismo, la Prestación Complementaria de Vivienda que en su momento 

solicitó. 

 

Por tanto, cuando cambian su empadronamiento y pasan a residir 

nuevamente en el domicilio de su madre, no procede conceder una nueva 

RGI de UC especial con hijo a cargo.” 

 

Entendiendo, por tanto, que se dispone de los hechos y fundamentos de derecho 

necesarios, se emiten las siguientes: 

 

 

Consideraciones 
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1.- Lanbide extinguió la RGI del promotor de la queja en base a la consideración de 

que él, su mujer y su hijo no constituían una UC independiente de la UC familiar 

que los había acogido en su casa. Alude el organismo autónomo de empleo que se 

da la circunstancia prevista en el artículo 8.2 del Decreto 147/2010, de 25 de 

mayo, de Renta de Garantía de Ingresos. Según este precepto: “tendrán la 

consideración de personas destinatarias de la Renta de Garantía de Ingresos las 

personas que formen parte de la misma unidad de convivencia que la titular”. Así, 

Lanbide considera que todas las personas convivientes en la casa, teniendo 

vínculos familiares entre sí, deben conformar una única UC a efectos de la RGI.  

 

En el informe dirigido a esta institución por la directora general de Lanbide se 

desarrolla más detalladamente esta cuestión y se especifica que el hecho de haber 

disfrutado con anterioridad de la condición excepcional de conformar una UC 

independiente por tener menores a cargo, así como el transcurso de los 24 meses 

previstos en la normativa para este tipo de situaciones, hacen que el promotor de 

la queja y su familia no puedan acogerse de nuevo a la posibilidad prevista en el 

artículo 5.2 del Decreto 147/2010, de 25 de mayo, de la Renta de Garantía de 

Ingresos.  

 

2.- La normativa reguladora de la RGI reconoce la condición de UC independiente a 

personas que acrediten pasar por distintas circunstancias de vulnerabilidad, aun 

cuando residan en el mismo domicilio de personas titulares con quienes mantienen 

algún vínculo familiar.  

 

Así, el artículo 9 de la Ley 18/2008, de 23 de diciembre, para la Garantía de 

Ingresos y para la Inclusión Social, prevé que:  

 

“1. A los efectos de la presente Ley tendrán la consideración de unidad de 

convivencia las siguientes personas o grupos de personas: 

(…) 

b) Dos o más personas que viven juntas en una misma vivienda o 

alojamiento, cuando estén unidas entre sí por matrimonio u otra forma de 

relación permanente análoga a la conyugal, por adopción, por 

consanguinidad hasta el cuarto grado o afinidad hasta el segundo grado, 

o por una relación de acogimiento familiar permanente o preadoptivo o 

de tutela. 

(…) 
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2. Excepcionalmente, aun cuando se integren en el domicilio de personas 

con las que mantengan alguno de los vínculos previstos en el apartado 1.b 

de este artículo, tendrán la consideración de unidad de convivencia: 

(…) 

c) Personas con menores de edad a su cargo. 

 

El Gobierno Vasco, atendiendo a la evolución social y, en particular, a la 

evolución de los modelos de estructura familiar, podrá definir nuevas 

excepciones, incluyendo fórmulas de acogimiento temporal. 

 

3. En los casos previstos en el apartado 2, las demás personas residentes 

en la vivienda o alojamiento, aun las relacionadas con las personas 

referenciadas por alguno de los vínculos previstos en el apartado 1.b, serán 

consideradas como pertenecientes a otra unidad de convivencia.2” 

 

La Ley, por tanto, contempla que cuando una familia tiene a su cargo menores de 

edad conforma por sí misma una UC independiente, sin establecer ningún límite 

temporal a esta previsión.  

 

No es así en el desarrollo reglamentario; concretamente, el ya citado artículo 5.2 

del Decreto 147/2010, tras definir los modelos de UC, establece que: 

 

“2.– Aun cuando se integren en el domicilio de personas con las que 

mantengan alguno de los vínculos previstos en el apartado b) del párrafo 1 

de este artículo, tendrán la consideración de unidad de convivencia las 

siguientes: 

(…) c) Personas con menores de edad a su cargo o adultas que cuenten con 

una calificación de discapacidad igual o superior al 45%, o con una 

calificación de dependencia igual o superior al Nivel 1 del Grado II, según lo 

dispuesto en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 

Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia. 

(…) En los supuestos c) y d) anteriores, la condición de unidad de 

convivencia diferenciada de la unidad de convivencia en cuyo domicilio 

reside podrá mantenerse por un periodo máximo de doce meses, 

excepcionalmente prorrogable por un nuevo periodo de doce meses.3” 

 

                                         
2 El énfasis es del Ararteko  
3 El énfasis es del Ararteko. 
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Este aspecto ya fue objeto de atención por parte de esta institución en el Informe-

Diagnóstico con propuestas de mejora sobre la gestión de las prestaciones de 

Renta de Garantía de Ingresos y Prestación Complementaria de Vivienda por 

Lanbide, de 20174. En aquel entonces se llamó la atención sobre el hecho de que 

el desarrollo normativo de la Ley 18/2008, de 23 de diciembre, por el art. 5.2 del 

Decreto 147/2010, de 25 de mayo, había limitado la duración de las UC 

especiales, ya que, aun cuando la Ley no establecía una limitación temporal, el 

Decreto estableció el término de esta posibilidad en un periodo máximo de 12 

meses, excepcionalmente prorrogable por otros doce meses. 

 

El desarrollo normativo anterior -Decreto 198/1999, de 20 de abril, por el que se 

regula el Ingreso Mínimo de Inserción, art. 4, aps. 2 y 3- no establecía una 

limitación en el tiempo para estas situaciones excepcionales, salvo la derivada de 

que los menores a cargo alcanzaran la mayoría de edad, es decir, a los 18 años.  

 

Por ello, en el Informe-Diagnóstico citado, el Ararteko planteó la necesidad de 

reflexionar sobre la posibilidad de que, al menos, en algunos supuestos 

excepcionales, este plazo pudiera prorrogarse. Esta recomendación iría en 

consonancia con la previsión normativa que recoge la Ley 18/2008, cuando en su 

artículo 9 da por buena la posibilidad de que “el Gobierno Vasco, atendiendo a la 

evolución social y, en particular, a la evolución de los modelos de estructura 

familiar, podrá definir nuevas excepciones, incluyendo fórmulas de acogimiento 

temporal.” 

 

Así, una actuación más acorde a los fines que persigue el sistema vasco de 

inclusión social sería, a juicio de esta institución, el de prever algunas excepciones 

a este límite temporal; en los casos previstos, Lanbide podría facilitar, en 

coordinación con los servicios sociales de base, el acogimiento de UCs con 

menores a cargo en sus UCs familiares, por lo menos hasta que dicha coordinación 

institucional pueda proporcionarles una alternativa habitacional en donde poder 

constituir una UC ordinaria y seguir adelante con el proceso de inclusión social y 

económica.  

 

3.- Además de la delimitación introducida en el desarrollo reglamentario, el 

documento de Criterios de Lanbide de mayo de 20175 introdujo una nueva 

restricción, aquella relativa a que las personas que conforman estas UCs 

                                         
4 Disponible en línea: http://www.ararteko.net/RecursosWeb/DOCUMENTOS/1/0_4199_3.pdf 
5 Disponible en: https://www.lanbide.euskadi.eus/rgi/-/informacion/criterios/  
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especiales con menores a cargo no puedan acogerse a esta excepción si es que 

anteriormente ya se acogieron a la misma en algún otro momento, aunque no 

hubieran agotado el plazo de 24 meses previsto en la normativa arriba 

referenciada. 

 

Concretamente, en el punto 1.5, sobre determinación de la UC con menores a 

cargo, el documento dice así: 

 

“Según el artículo 5.2 del Decreto 147/2010, tendrán la consideración de 

UC las personas o grupos de personas que:  

‘Aun cuando se integren en el domicilio de personas con las que mantengan 

algunos de los vínculos previstos en el apartado b del párrafo 1 (matrimonio 

u otra forma de relación permanente, consanguinidad hasta el 4º grado o 

afinidad hasta el 2º grado…), tendrán la consideración de unidad de 

convivencia…‘ 

Esto quiere decir que todas las unidades de convivencia que tengan 

menores a cargo tienen derecho a cobrar como UC de menores si cumplen 

el resto de requisitos, aunque siempre con la limitación de los dos años y 

siempre que no haya estado previamente como UC de menores desde la 

entrada en vigor del Decreto 147/20106.” 

 

Por otro lado, esta institución ha tenido conocimiento de que Lanbide ha aprobado 

la Instrucción JAR-DBE-023, sobre la fecha en la que da comienzo el cómputo 

máximo de tiempo que establece el artículo 5.2 del Decreto 147/2010, para las 

unidades de convivencia con menores a cargo, cuya entrada en vigor, según 

establece la propia Instrucción, se produjo el pasado 14 de diciembre de 2020. 

 

Su objeto es la “reconsideración de la interpretación y aplicación que se da a la 

fecha en la que comienza el cómputo del plazo establecido en el artículo 5.2 del 

Decreto 147/2010, para las unidades de convivencia con menores a cargo”, 

provocada según se indica, por diversas sentencias de los juzgados de lo 

Contencioso-Administrativo que difieren de la interpretación y aplicación que venía 

realizando Lanbide-Servicio Vasco de Empleo respecto a la fecha en que comienza 

el cómputo del plazo establecido en el mencionado artículo. La Instrucción no 

menciona las sentencias que señala como motivo de su elaboración, por lo que se 

desconoce el contenido de las mismas. 

                                         
6 El subrayado es nuestro.  
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La instrucción actual limita aún más la duración de la UC especial de personas con 

menores a cargo, ya que establece que el inicio del plazo para computar los 24 

meses de esta UC especial inicia cuando sucede el hecho en cuestión, es decir, 

cuando nace el o la menor o se materializa su adopción. Esta última restricción 

tiene su implicación en el supuesto que nos ocupa, ya que Lanbide argumenta su 

decisión de extinguir la prestación del interesado también en el hecho de que el 

plazo de 24 meses previsto en el Decreto 147/2010 no se interrumpe, aunque la 

UC titular cambie de lugar de residencia y forme, durante un tiempo, una UC 

ordinaria.  

 

4.- Tanto en relación con el contenido del documento de criterios de Lanbide del 

2017 como al de la instrucción que se acaba de transcribir, esta institución 

quisiera hacer hincapié en que nos encontramos ante una interpretación de la 

normativa recogida en un documento interno de la administración.  

 

A este respecto, es decir, sobre el carácter meramente interno y no normativo de 

las circulares y documentos similares de las administraciones, vale la pena 

reproducir el contenido de la sentencia que recientemente ha emitido el Tribunal 

Supremo -STS 215/2021, del 26 de enero de 20217-, que expone, en referencia al 

valor normativo de una circular emitida por la Dirección General de Interior, 

Emergencias y Protección Civil de la Consejería de Justicia e Interior de la Junta de 

Andalucía, lo siguiente: 

 

“Se trata, por tanto, de un contenido propio de una circular como es el de 

fijar unos criterios o pautas interpretativas, aclarando o ilustrando a los 

funcionarios sobre la interpretación del Reglamento efectuada por el 

superior jerárquico, a fin de unificar los criterios de su aplicación por los 

órganos y unidades que de él dependen y conseguir una interpretación y 

aplicación homogénea de la norma. Ofrece, por tanto, una interpretación 

para exclusivo uso interno, pues sólo los órganos dependientes de la 

Dirección General que la emite son sus destinatarios, sin que tenga 

incidencia ni vinculación alguna para los terceros administrados que en 

absoluto están sometidos a esta interpretación efectuada por la Dirección 

General y que, si la consideran desacertada, pueden expresar tal 

                                         
7 ECLI:ES:TS:2021:215.  
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disconformidad al impugnar los actos de aplicación del reglamento que la 

asuman.8” 

 

Por su claridad expositiva, resulta obligado mencionar que el Auto de 11 de junio 

de 20209, del Tribunal Supremo, manifestó en relación con la naturaleza jurídica de 

las instrucciones y circulares, que: 

 

- “… con independencia del nomen iuris que puedan adoptar tales 

resoluciones, las meras instrucciones carecen de naturaleza reglamentaria, 

al tratarse de una manifestación de la potestad autoorganizativa de la 

Administración pública, consistente en la capacidad de dirigir la actividad 

interna, mediante órdenes o pautas de funcionamiento de los órganos 

superiores a los inferiores que dependan jerárquicamente entre sí. De este 

modo, al no innovar ni formar parte del ordenamiento jurídico, en el que se 

integra, la instrucción no trasciende a los ciudadanos, al quedar reservada 

al ámbito interno de la propia Administración pública (efectos ad intram), 

aun cuando tengan la vocación de regir en las relaciones de los respectivos 

órganos administrativos con los ciudadanos dentro del ámbito establecido 

por la norma legal o reglamentaria que regule una determinada actividad 

prestacional o de relación con ellos.”  

 

También en este mismo sentido, la sentencia del Tribunal Supremo, de 21 de junio 

de 200610 vino a fijar que: 

 

- “El carácter informativo o no que haya de atribuirse a una determinada 

decisión de un órgano administrativo no depende solo de la clase de materia 

sobre la que verse. Lo verdaderamente decisivo es el alcance y significación 

que su autor otorgue a dicha decisión.  

 

Esto último implica que, cuando la decisión tenga como únicos destinatarios a los 

subordinados del órgano administrativo, y exteriorice por ello pautas para la futura 

actuación de dichos subordinados hayan de realizar, habrá de admitirse que lo que 

está dictando no es un acto normativo con eficacia externa para los ciudadanos 

sino una de esas instrucciones u órdenes de servicio (…).”11 

                                         
8 El subrayado es nuestro.  
9 [ECLI:ES:TS:2020:4421A]. 
10 [ECLI:ES:TS:2006:4198].  
11 Esta misma posición ha sido defendida por el Tribunal Supremo en los siguientes pronunciamientos judiciales. 
Véase, entre otras, las siguientes sentencias:  Sentencia de 12 de diciembre de 2006 [ECLI:ES:TS:2006:8107]. 
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Sensu contrario, la determinación mediante una instrucción de los requisitos 

específicos para el acceso y la extinción de una prestación, lejos de tener una 

vocación meramente interna y autoorganizativa, vincula a terceras personas ajenas 

a la organización administrativa y, además, regula ex novo, cuestiones de especial 

calado que cabría sostener que requieren un reglamento como instrumento 

normativo que las recoja y no una mera instrucción. 

 

En suma, lo decisivo, tal y como apunta la reciente sentencia del TS de 29 de abril 

de 202112, no es el nomen iuris, esto es, que se haya acudido a una instrucción o 

circular interna, sino el contenido de la misma. 

 

En consonancia pues con estos pronunciamientos judiciales, esta defensoría 

considera que un documento de uso interno dictado para cuestiones de 

autoorganización e información interna, sin otro sustento normativo que lo ampare, 

no puede servir de instrumento para dotar de contenido a una normativa que 

conlleva la suspensión o extinción de la RGI. Este documento debe tener un uso 

exclusivo de gestión y de unificación de criterios dentro de la propia 

administración, pero no puede ser fuente de nuevas obligaciones o causas de 

extinción ni limitar de forma tan severa las distintas vías para acceder al 

reconocimiento o mantenimiento del derecho de la RGI. Cabe recordar que el 

Decreto 147/2010, al desarrollar el artículo 9 de la Ley 18/2008, únicamente 

establece la limitación temporal en cuanto a la duración de la UC especial, sin 

recoger la fecha de inicio de la misma.  

 

Del análisis del contenido de los documentos internos a los que se está haciendo 

referencia en esta resolución, se desprende que es evidente que tienen el espíritu 

de definir y delimitar los supuestos de UC especial, en tanto en cuanto su 

contenido difiere de las disposiciones previstas en la Ley 18/2008, que no limita la 

duración de estas UCs acogidas en el hogar familiar. 

 

5.- Por otro lado, en opinión de esta institución, Lanbide debería reconsiderar el 

establecimiento de una limitación de tales características a un derecho subjetivo 

como lo es la RGI, en la medida en la que no da una respuesta adecuada a la 

                                                                                                                      
Sentencia de 7 de febrero de 2007 [ECLI:ES:TS:2007:1497]. Sentencia de 18 de junio de 2013 
[ECLI:ES:TS:2013:3388]. Sentencia de 26 de enero de 2021 [ECLI:ES:TS:2021:215]. 
12 [ECLI:ES:TS:2021:1664]  
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situación actual de necesidad de vivienda de las y los ciudadanos en nuestra 

comunidad.  

 

En este sentido, el organismo autónomo de empleo no debería obviar que algunos 

colectivos tienen especiales dificultades para acceder a la vivienda del mercado 

libre de alquiler, ni qué decir de compra, entre los que cabe citar a las personas 

perceptoras de prestaciones sociales. Esta reflexión ya se hacía en el año 2008, 

cuando la Exposición de Motivos de la Ley para la Garantía de Ingresos y para la 

Inclusión Social incluía como una de las características fundamentales del contexto 

socioeconómico de la Comunidad Autónoma de Euskadi el “fortísimo incremento 

en el precio de la vivienda, tanto en régimen de alquiler como de propiedad, que ha 

determinado que la vivienda se convierta en uno de los principales problemas de 

las familias vascas”.  

 

Se alega además, al afectar a menores, la necesaria aplicación del art. 2 de la LO 

1/1996, de Protección Jurídica del Menor en la redacción dada por la LO 8/2015, 

de 22 de julio, de Modificación del Sistema de Protección a la Infancia y a la 

Adolescencia: 

 

“1. Todo menor tiene derecho a que su interés superior sea valorado y considerado 

como primordial en todas las acciones y decisiones que le conciernan, tanto en el 

ámbito público como privado. En la aplicación de la presente ley y demás normas 

que le afecten, así como en las medidas concernientes a los menores que adopten 

las instituciones, públicas o privadas, los Tribunales, o los órganos legislativos 

primará el interés superior de los mismos sobre cualquier otro interés legítimo que 

pudiera concurrir”. 

 

6.- Finalmente, debe el Ararteko poner de relieve que el reclamante presentó 

recurso potestativo de reposición el 9 de septiembre de 2020, recurso que, a 

fecha de la emisión de esta resolución del Ararteko, aún no ha sido resuelto a 

pesar de la previsión establecida en el art. 124 de la LPAC. 

  

En este sentido, se ha podido comprobar en la tramitación de expedientes de queja 

en los que se incorpora un recurso potestativo de reposición que, actualmente, los 

plazos para la resolución de recursos no siguen la senda de mejora de los últimos 

años. Por ello se sigue valorando la necesidad de que se acorte el plazo de 

resolución y se adecue a lo previsto en la normativa general sobre el procedimiento 

administrativo.  
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7.- En conclusión, el Ararteko ha de insistir en que la vigente Ley 18/2008 ofrece 

más garantías en cuanto a la determinación de este tipo de UCs especiales que su 

desarrollo posterior. En la Ley no se delimita la fecha del cómputo de la unidad de 

convivencia especial. La normativa anterior (Decreto 198/1999) permitía que la 

situación de UC especial se alargara hasta que la persona menor de edad alcanzara 

los 18 años. El decreto que desarrolló la Ley actual (Decreto 147/2010) delimitó la 

duración temporal de la misma; el documento de criterios, así como la reciente 

instrucción, la han acotado aún más al señalar una fecha de inicio, lo que ha hecho 

que la consideración de UC especial por hijo/a o hijos/as a cargo se haya reducido 

a situaciones muy circunscritas. 

 

La determinación mediante una instrucción interna de la fecha de inicio de 

cómputo de una unidad de convivencia especial vincula a terceras personas y no 

tiene una vocación meramente interna y autoorganizativa, sino que su finalidad es 

regular los requisitos para el acceso a un derecho. Esta instrucción no se ha 

elaborado de acuerdo a un procedimiento legal para su aprobación, no se ha 

publicado en el boletín correspondiente, ni es susceptible de impugnación, por lo 

que no debe tener fuerza vinculante para terceros, en aplicación de los artículos 

9.3 y 103.1 de la CE o bien artículo 3.1 Ley 40/2015, de 1 de octubre, del 

Régimen Jurídico del Sector Público. Por ello, en opinión del Ararteko, esta 

cuestión debería regularse mediante el instrumento normativo adecuado, ya que no 

se trata únicamente de una interpretación de la normativa de aplicación sino que 

supone innovar la misma. 

 

Además, el Ararteko insiste en la recomendación que se trasladó a Lanbide en el 

citado Informe-Diagnóstico del año 2017, en cuanto a la necesidad de reflexionar 

sobre la posibilidad de que, al menos en algunos supuestos excepcionales, el plazo 

para las UCs especiales pudiera prorrogarse. Precisamente, esta institución 

consideraba que la limitación temporal, que había conllevado el desarrollo 

reglamentario, perjudicaba a determinadas minorías culturales que tenían dificultad 

para el acceso a una vivienda, por lo que era habitual que varias unidades de 

convivencia con lazos familiares compartieran el alojamiento.  

 

Por ello este Ararteko insiste en la necesidad de reflexionar sobre este extremo, ya 

que aunque la fecha de nacimiento o de la adopción sea un dato claro y objetivo, 

no comprende las diferentes situaciones que sufren las familias en situación de 

exclusión social y deja fuera a un número elevado de familias que carecen de 
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vivienda propia o tienen que hacer frente a situaciones de ausencia sobrevenida de 

la misma.  

 

En opinión del Ararteko, los problemas para el acceso a una vivienda que padecen 

determinados colectivos deben tomarse en consideración en la aplicación de la 

normativa vigente, por lo que debería evitarse cualquier limitación en el ejercicio de 

los derechos por parte de las familias en situación de exclusión social y residencial, 

que no esté prevista en la normativa. 

 

Por todo ello, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 11 b) de la Ley 

3/1985, de 27 de febrero, por la que se crea y regula esta institución, se eleva al 

Departamento de Trabajo y Empleo del Gobierno Vasco la siguiente:  

 

 

RECOMENDACIÓN 

 

El Ararteko recomienda que se revise la extinción de la renta de garantía de 

ingresos, por entender que no cabe limitar temporalmente, mediante instrumentos 

de mero carácter interno, la consideración de unidad de convivencia especial con 

menores a cargo establecida en la normativa.  

 

Además, pone de relieve la necesidad de reflexionar sobre las consecuencias que 

la presente interpretación de la normativa conlleva para algunas minorías culturales 

y otras familias en situación de vulnerabilidad, que comparten lazos de 

consanguineidad y afinidad, y sufren serias dificultades y discriminación en el 

acceso a una vivienda. 


